
 

 

Popayán, diciembre de 2020 
 

Señores 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DE POPAYÁN CAUCA 

E.S.D 
 

Ref. Contestación demanda 
 

RADICADO: 2019-00248-00 

DEMANDANTE: YANETH CRISTINA CARVAJAL SOTELO 

DEMANDADO: MUNICIPIO DE LA VEGA, CAUCA 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO 
 

DIANA BURBANO MUÑOZ, identificada con cédula de ciudadanía N° 
34.326.218 de Popayán, actuando en calidad de apoderada judicial del 

MUNICIPIO DE LA VEGA CAUCA, de conformidad con el poder a mi 

conferido por su representante legal, Alcalde ÓSCAR FERNANDO 
MOLANO ORDÓÑEZ, identificado con cédula de ciudadanía N° 6.254.321 

de Cali (V), por medio del presente documento me permito CONTESTAR la 

demanda de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO, incoada 

por la Señora YANETH CRISTINA CARVAJAL SOTELO, en contra del 

MUNICIPIO DE LA VEGA, CAUCA, previas las siguientes consideraciones: 

 

I. A LOS HECHOS 
 

AL HECHO 1: NO ES CIERTO, por cuanto el apoderado de la parte 

demandante no allegó al expediente soporte probatorio alguno, que 

sustente la afirmación que realiza en el primer hecho, puesto que, en el 
acervo probatorio se cuenta con relaciones de asignaciones a cargo de la 

Contraloría Departamental del Cauca, elemento de prueba inconducente 

frente a la prestación de servicios, que frente a la prueba de la prestación 
de servicios reporta dudas, por cuanto el control de asignaciones, 



 

 

conforme a la información que emerge del documento, no necesariamente 

corresponde a pagos por concepto de órdenes o prestación de servicios. 

No obstante lo anterior, es menester hacer referencia a la certificación 

emitida por el Rector de la Institución Educativa Nuestra Señora de la 

Candelaria, expedida el día 2 de marzo de 2015, elemento probatorio que 
si bien es conducente respecto del primer hecho, no corresponde de forma 

directa con lo narrado en el libelo de la demanda, ya que, en el escrito se 

indica que la Señora Carvajal Sotelo prestó sus servicios de forma 

ininterrumpida entre los años 1991 a 1992, cuestión que no precisa la 
discontinuidad plasmada en la certificación ya indicada, donde se señala 

que la prestación de servicios se ejecutó, de forma interrumpida, en los 

siguientes periodos: 

• Año 1991: La prestación de servicios se desarrolló entre los meses de 

Junio y Julio de 1991. En el escrito de la demanda el apoderado de 
la demandante asevera que la Señora YANETH CRISTINA CARVAJAL 

SOTELO ejecutó el contrato de forma ininterrumpida en el año 1991, 

cuando conforme a la certificación expedida por el Rector de la 
Institución Educativa La Candelaria, el plantel, en tal anualidad, 

requirió de los servicios de la Señora CARVAJAL SOTELO por el 

término de 2 meses. 

• Año 1992: La prestación de servicios en el año 1992 se desarrolló de 

Enero a Octubre. En el escrito de la demanda el apoderado de la 

demandante asevera que la Señora YANETH CRISTINA CARVAJAL 
SOTELO ejecutó el contrato de forma ininterrumpida en el año 1992, 

cuando conforme a la certificación expedida por el Rector de la 

Institución Educativa La Candelaria, el plantel, en el año 1992, 
requirió de los servicios de la Señora CARVAJAL SOTELO por el 

término de 10 meses. 

Aunado a lo anterior, y una vez revisado el archivo institucional, se 

encuentra que, en los plazos anteriormente descritos, la Señora YANETH 

CARVAJAL SOTELO, prestó sus servicios docentes a través de contratos de 
prestación de servicios -sin que se origine una relación laboral- en los 

siguientes periodos: 

• Año 1992: Se suscribieron dos contratos de prestación de servicios, 

los cuales se desarrollaron en los siguientes términos: 



 

 

Primer contrato: De 01 de enero a 30 de marzo de 1992. 

Segundo contrato: De 01 de abril a 30 de diciembre de 1992. 

De los anteriores contratos de prestación de servicios se adjunta la 

respectiva copia. Es menester indicar que en el archivo institucional 
del Municipio de La Vega Cauca no fueron hallados documentos 

distintos a los señalados de forma precedente. De lo anterior se 

adjunta la respectiva certificación.   

AL HECHO 2: ES CIERTO, no obstante, la prestación personal del servicio 

y la remuneración no generan per se una relación laboral. Es menester 

recordar que a efectos de constituirse un vínculo laboral también debe 
concurrir la subordinación, elemento distintivo y característico de las 

relaciones laborales.  

AL HECHO 3: Lo afirmado por el apoderado de la parte demandante en 

este acápite no corresponde a un hecho, tal aseveración es un fundamento 

de derecho pues se hace referencia a un soporte jurisprudencial, el cual no 

se citado ni indicado de forma expresa.  

A LOS HECHOS 4 Y 5: Sobre los presentes hechos me permito manifestar 
que respecto a la prestación de servicios mencionada en la Certificación 

expedida por el Rector de La Institución Educativa La Candelaria, la 

vinculación que en efecto tuvo lugar, fue de orden temporal, susceptible en 
su momento de contratarse mediante órdenes o contratos de prestación de 

servicios, documentos que no fueron aportados, no obstante, los cuales 

deberán cotejarse con la normatividad vigente conforme a la cual los 

mismos no generan el pago de prestaciones sociales y los emolumentos 
pedidos por el accionante. Es preciso aclararle al despacho y a la 

demandante, que respecto a lo relativo a SEGURIDAD SOCIAL, el 

contratista debía realizar sus cotizaciones como requisito para poder 

desarrollar el contrato. 

AL HECHO 6: NO ES CIERTO, la afirmación referida a la existencia de 
una relación laboral entre el municipio y la Señora YANETH CRISTINA 

CARVAJAL SOTELO es objeto de trámite en el presente asunto, por lo cual 

tal situación constituye objeto de decisión en el presente litigio. Ahora 
bien, los efectos relacionados con el ámbito pensional dependen de la 

eventual declaratoria de una relación laboral, lo cual es consecuencia de la 

decisión que en este asunto se profiera. 



 

 

AL HECHO 7: ES CIERTO, conforme al derecho de petición en interés 

particular presentado por el apoderado del demandante a la Alcaldía del 

municipio de La Vega (Cauca) el día 19 de febrero de 2016. 

AL HECHO 8: ES CIERTO, conforme al acto administrativo contenido en 

la RESOLUCIÓN No. 058 del 11 de abril de 2016 expedida por la 
Administración Municipal. Y de la cual conforme lo ordenado por el 

despacho se allega copia. 

AL HECHO 9: NO ES CIERTO, dichas afirmaciones por parte del 

apoderado de la parte demandante son afirmaciones SUBJETIVAS, tal y 

como lo enuncia el mentado hecho corresponde en sí a una consideración 

personal, a la cual no hay lugar por tratarse de una apreciación subjetiva. 
Además, como se ha indicado en precedencia existe insuficiencia 

probatoria frente a los hechos relacionados con la prestación de servicios 

en las anualidades descritas en el hecho primero de la demanda, relativo 
al periodo donde de manera presunta la demandante prestó sus servicios 

docentes. Lo anterior, aunado a que tal omisión en la presentación de los 

medios de prueba tendientes a probar las afirmaciones realizadas por las 

partes, contraría el principio de autorresponsabilidad o carga de la prueba. 

 

II. A LAS DECLARACIONES Y CONDENAS 
 

Me opongo a que estén llamadas a prosperar todas y cada una de las 

pretensiones elevadas por la parte demandante, de conformidad con las 

situaciones que se han planteado en el acápite precedente y de acuerdo a 

las siguientes: 

RAZONES Y FUNDAMENTOS DE DERECHO Y JURISPRUDENCIALES 

QUE MOTIVAN LA EXCEPCIÓN DE DERECHO QUE EN ADELANTE 

PROPONGO: 

La Señora YANETH CRISTINA CARVAJAL SOTELO, a través de apoderado 
judicial y mediante el medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho, solicita se declare la nulidad del acto administrativo 

contenido en la RESOLUCIÓN N° 058 de 2016 (11 de abril de 2016) 
expedido por el Municipio de La Vega, Cauca, y como restablecimiento 

del derecho se declare, en aplicación del Principio de la Primacía de la 



 

 

Realidad sobre las formalidades, el contrato realidad a que supuestamente 

tiene derecho y al reconocimiento y pago de los salarios, prestaciones 

sociales,  aportes  a  la seguridad   social  y parafiscales percibidos  por los 
docentes de planta, lo anterior por haber laborado como docente vinculada 

mediante contrato de prestación de servicios entre los años 1991 y 1992. 
 

Se debe tener presente que la demandante prestó sus servicios como 

docente en el Municipio de La Vega, Cauca, pero de manera 

completamente voluntaria y consciente, conforme a lo dispuesto en la 
normatividad contractual para esta clase de contratos prestación de 

servicios, cada uno diferente y liquidado a su terminación. Los mismos se 

desarrollaron en forma interrumpida (de acuerdo a la fecha de inicio y 

terminación) y fueron suscritos de acuerdo con la oferta de servicios 
presentada por el contratista, los cuales terminaron por vencimiento de 

cada uno de los plazos pactados. 
 

A su vez los contratos suscritos entre el Municipio y la Señora YANETH 

CRISTINA CARVAJAL SOTELO, no fueron continuos, ni tampoco está 

demostrado la “presunta relación laboral” tal como se menciona en los 
hechos de la demanda. 

  

De igual manera es importante traer a colación que la actividad prestada 
por la demandante, únicamente era de desarrollar actividades de 

contratista, de acuerdo a los siguientes fundamentos: 
 

Los presuntos contratos de prestación de servicios suscritos por la parte 

actora, se encuentran amparados por la Ley 80 de 1993 y aquellos fueron 

ejecutados conforme al objeto contractual, efectuándose su liquidación al 
finalizar el término pactado, siguiendo las pautas que para tales fines que 

dispone la ley y bajo las condiciones convenidas por los contratantes, 

cancelándose por parte del Municipio de La Vega los honorarios 

estipulados, por lo que en la actualidad se encuentra a paz y salvo por 
cualquier concepto. Sumado a esto, en la ejecución de los contratos de 

prestación de servicios suscritos entre el Municipio de La Vega Cauca y la 

demandante, no operó las circunstancias de hecho y de derecho que 
generaban una relación laboral, por lo tanto no surgen los derechos 

prestacionales que se pretende sean reconocidos. 



 

 

 

Así mismo, se debe tener en cuenta que en este caso en concreto no se 

cumple con lo estipulado en el artículo 1° del Decreto 2127 de 1.945, el 
cual establece que para que se configure una “RELACIÓN LABORAL”, 

necesariamente se debe cumplir con tres elementos: 1) Prestación personal 

del servicio, 2) la continuada subordinación o dependencia del trabajador 
con respecto al empleador y 3) la existencia de un salario como retribución 

del servicio. Por lo tanto, existe en el desarrollo de los contratos de 

prestación de servicios eficacia y oponibilidad de las cláusulas 
contractuales frente a una presunta relación laboral. 
 

Ahora bien, en  el presente caso estamos frente a una relación contractual 
interrumpida de la contratista que terminó en el año 1992, la demandante 

tenía un plazo de 3 años para realizar la solicitud con el fin de que se 

declarara la relación laboral “CONTRATO REALIDAD”, es decir, la petición 

debía presentarse dentro de los 3 años siguientes a la terminación de la 
relación contractual, so pena de prescribir el derecho a que se haga tal 

declaración, y en este caso, transcurrieron más de 22 años desde el 

momento en que terminó la relación contractual, por lo tanto se extinguió 

el derecho a reclamar la relación laboral. 

Lo anterior tiene sustento en la jurisprudencia del CONSEJO DE ESTADO-
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO-SECCIÓN SEGUNDA SUB 

SECCIÓN “A” – Consejero Ponente: LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO. 

Mediante fallo de tutela 9 de abril de 2014/ Rad.20001-23-31-000-2011-
00142-01(0131-13)/ Actor: ROSALBA JIMÉNEZ PÉREZ y 

OTROS/Demandado: DEPARTAMENTO DEL CESAR, dispuso en un caso 

similar: 

“(…) No obstante, la Sala observa que la reclamación de los derechos 

laborales que los demandantes pretendían hacer derivar de sus relaciones 

que inicialmente se pactaron por la administración como contractuales, se 
hizo en forma extemporánea, lo que permite considerar que se extinguió 

cualquier derecho a su favor por esa causa. 

En torno a la extinción de los derechos derivados de una relación 

contractual en la que se demuestra la existencia de un contrato de trabajo, 

en aplicación de la teoría de la primacía de la realidad sobre las formas, la 
Sección segunda de esta Corporación ha considerado: 



 

 

 

“La prescripción se encuentra regulada en el Decreto 1848 de 4 de 

noviembre de 1969, reglamentario del Decreto 3135 de 26 de diciembre de 
1968, por medio del cual se dispuso la integración de la Seguridad Social 

entre el sector privado y público. El artículo 102, prescribe: 

“PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES. 1. Las acciones que emanan de los 

derechos consagrados en el Decreto 3135 de 1968 y en este Decreto, 

prescriben en 3 años, contados a partir de la fecha en que la 

respectiva obligación se haya hecho exigible. 

2. El simple reclamo escrito del empleado oficial formulado ante la 
entidad o empresa obligada, sobre un derecho o prestación 

debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero sólo por 

un lapso igual”. 
 

De acuerdo a lo anterior, la prescripción de derechos laborales (pérdida de 

los mismos) se consuma, cuando no se ejerce ante la administración el 
Derecho de Petición en interés particular dentro del referido término y se 

deja transcurrir más de tres (3) años desde su causación. El término de 

tres años para la ocurrencia de la prescripción, y el de su interrupción, es 

entonces el lapso que la ley prevé para que el servidor pueda 
legítimamente acudir ante el Estado para reclamar el reconocimiento de 

aquellos derechos de los que es o cree ser titular y respecto de los cuales la 

administración no ha hecho expreso reconocimiento en la forma y 

términos previstos en la Ley. 

En consonancia con la consideración jurisprudencial ya observada, fue 
proferida la Sentencia SL-4110 (41279) de fecha 4/2/2014 de la Corte 

Suprema de Justicia, Sala Laboral, M.P JORGE MAURICIO BURGOS 

RUIZ, en la que recuerdan que la prescripción trienal de los derechos que 
emanan de leyes sociales, prevista en el artículo 151 del Código de 

Procedimiento Laboral, también se aplica en los empleados públicos. 
 

“Aunque el régimen laboral de estos servidores está contenido en estatutos 

propios, este tipo de leyes abarcan asuntos laborales sin importar el 

estatus de trabajador oficial o de empleado público…” 



 

 

“La prescripción establecida en el citado artículo 151 del Código de 

Procedimiento Laboral se refiere a las acciones que emanen de las leyes 

sociales, en un sentido general, lo que quiere decir que comprende no solo 
las acciones que se refieren a los trabajadores particulares sino también a 

los que amparan a los servidores oficiales”  
 

De conformidad con las jurisprudencias antes transcritas y teniendo 

en cuenta que el contrato de prestación de servicios entre el 

Municipio de La Vega, Cauca y la Señora YANETH CRISTINA 
CARVAJAL SOTELO, finalizó en el año 1992 y la petición de 

reconocimiento del contrato realidad fue radicada después de más de 

23 años, se concluye que ha prescrito el derecho a reclamar la 

existencia de dicha relación laboral de conformidad con el artículo 
151 del Código de Procedimiento Laboral. 
 

(…) Así mismo se ha indicado: 

Como se observa, el término de prescripción de tres años se cuenta desde 

que la obligación se hace exigible, pero debe tenerse en cuenta que en el 
contrato de prestación de servicios, el derecho surge desde el momento en 

que la sentencia lo constituye a favor del contratista junto al 

restablecimiento traducido en el pago de la suma indemnizatoria, porque 
previo a la expedición de la sentencia que declara la primacía de la 

realidad laboral sobre la contractual, no existe ningún derecho a favor del 

contratista de prestación de servicios emanado de un vínculo laboral, con 
lo que resulta imposible que se pueda predicar la prescripción de un 

derecho que no ha nacido a la vida jurídica. No resulta razonable aplicar la 

prescripción trienal a la indemnización que se reconoce al contratista en la 
sentencia, si se  tiene  en cuenta que como se advirtió, dicha figura es una 

sanción al titular del derecho por no ejercerlo dentro de los plazos que la 

ley le otorga, derecho que solo se constituye en la sentencia que determina 

la existencia de la relación laboral. 

Por lo tanto, entendiendo que el término trienal de prescripción se cuenta 

a partir del momento en que la obligación se hizo exigible en la sentencia 
ejecutoriada, es justamente a partir de este momento que se contarían los 

tres (3) años de prescripción de los derechos de la relación laboral hacia el 

futuro, situación que operaría en caso de que continuara la relación 



 

 

laboral, empero como el sub-lite se contrae al reconocimiento de una 

situación anterior no existe prescripción pues la obligación, como se dijo, 

surge con la presente sentencia, tesis que la Sala en esta oportunidad 

acoge en su integridad. 

En esta oportunidad, la Sala debe precisar que si bien la anterior es la 
tesis que se aplica en la actualidad y, en efecto, se reitera que el 

derecho a reclamar las prestaciones derivadas de un contrato realidad 

solo se hace exigible a partir de la sentencia que declara la existencia 

de la relación laboral; también lo es que el particular debe reclamar de 
la administración y del juez el reconocimiento de su relación laboral, 

dentro de un término prudencial que no exceda la prescripción de los 

derechos que reclama. 
Lo anterior quiere decir que, si terminó la relación que inicialmente 

se pactó como contractual, el interesado debe reclamar la declaración 

de la existencia de la relación laboral, en un término no mayor a 3 
años, so pena de que prescriba el derecho a reclamar la existencia de 

la misma y el consecuente pago de las prestaciones que de ella se 

derivan. 

(…) 

RECONOCIMIENTO DE LAS PRESTACIONES SOCIALES DERIVADAS 

DEL CONTRATO REALIDAD-Se deben reclamar dentro del término de 

prescripción de tres años. 

“En los casos analizados en épocas anteriores por la Sala, como el 

estudiado en la sentencia cuyo aparte se transcribió previamente, la 

relación contractual terminó en diciembre del año 1992 y reclamación de 
reconocimiento de las prestaciones sociales se hizo en ese mismo año y dio 

origen al oficio acusado expedido en el mes de septiembre, es decir, no 

habría vencido el término para que el demandante reclamara sus derechos 
laborales, consistentes en la declaración misma de la relación laboral. No 

ocurre lo mismo en el caso bajo análisis, cuando se trata de relaciones 

contractuales extinguidas en los años 1994 y 1995 pero la reclamación en 

sede administrativa se hizo hasta el año 2016”. 

En el presente asunto manifiesta el apoderado de la parte accionante que 
la señora YANETH CRISTINA CARVAJAL SOTELO, en calidad de docente 

se vinculó con el Municipio de La Vega, Cauca mediante Contratos de 



 

 

Prestación de Servicios, que presuntamente tuvieron vigencia entre los 

años 1991 y 1992 fecha en la cual se dio por terminado el mismo.  
 

Por otro lado, se debe tener en cuenta que en esta clase de contratos opera 

el PRINCIPIO UNIVERSAL DE LA AUTONOMÍA DE LA VOLUNTAD, toda 

vez que el contratista acepta voluntariamente las condiciones estipuladas 
por la Entidad Territorial contratante. 
 

Por lo anterior la legislación laboral no se ocupa del contrato de prestación 
de servicios debido a que las relaciones que éste negocio jurídico suscita se 

gobiernan por el Código Civil, el Código de Comercio, y por los que los 

mismos contratantes convengan dado el amplio margen de la autonomía 
de la voluntad que lo garantiza como contrato civil que es. 

Pues bien, a pesar de que son varias las diferencias que distinguen al 

contrato de trabajo del de prestación de servicios, cuando se les compara 
entre sí, surge un elemento que se ha erigido como el principal 

diferenciador: la subordinación. Este elemento siempre presente en el 

contrato de trabajo y siempre ausente en el de prestación de servicio, se 
puede definir, en palabras sencillas, como la facultad legal que tiene el 

empleador de darle órdenes al trabajador, de imponerle reglamentos, 

asignarle horarios de trabajo, etc., y la correlativa obligación que le asiste 

al trabajador de acatar esas órdenes, someterse a esos reglamentos y 
cumplir esos horarios, etc. 
 

Ahora bien, aunque la imposición de horarios y la impartición de las 
instrucciones son expresiones de la subordinación laboral, no puede 

concluirse por esto que la presencia de aquellas implique necesariamente 

la existencia de ésta, pues a las mismas se las puede hallar en otros 
contratos distintos del de trabajo. 
 

Lo anterior debido a que el tema de la subordinación se ha entendido 
equivocadamente, al punto que se ha generalizado la idea de que basta 

que el contratista reciba algunas instrucciones del contratante o que deba 

someterse a un horario determinado, o que la labor la deba realizar en las 
instalaciones del dueño de la obra para que inmediatamente la relación 

jurídica adquiera el carácter de laboral, bajo el entendido de que se 

configuró la subordinación. 



 

 

EXCEPCIÓN-PRESCRIPCIÓN DEL DERECHO 

  

De acuerdo a los anteriores fundamentos de derecho y jurisprudenciales 
sustento la EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN DEL DERECHO, teniendo 

en cuenta que la reclamación administrativa de reconocimiento del 

CONTRATO REALIDAD fue presentada por fuera del término de 3 años que 
la normatividad y la jurisprudencia establecen y así interrumpir por otros 

3 años el término de la prescripción del derecho que se supone que tenía 

la demandante. 
 

LA EXCEPCIÓN INNOMINADA, que se encuentre probada en el Proceso. 
 

III. EXCEPCIONES DE FONDO 
 

1. AUSENCIA DE VICIO EN EL ACTO ADMINISTRATIVO DEMANDADO 
 

El acto administrativo demandado conserva incólume su validez y surte 

plenamente sus efectos en el mundo jurídico, puesto que no ha sido 
desvirtuado por el demandante, toda vez que este no contiene vicio alguno 

que conlleve a su anulación, ya que fue expedido por la autoridad 

competente, observando ritualidad exigida para su creación, tanto en los 
motivos en los que se fundan, como la motivación que contiene es 

consistente con las normas superiores que regulen lo concerniente. 
 

IV. PETICIÓN 
 

Respetuosamente solicito a su Señoría, que una vez sea realizando el 
estudio del presente asunto, profiera sentencia mediante la cual se: 

1. Excluya de toda responsabilidad en el presente proceso judicial al 

Municipio de La Vega Cauca. 
2. No sean atendidas las pretensiones solicitadas por parte de la 

accionante contra mi poderdante. 

3. Se proceda al archivo de este caso, y que sea favorable y definitivo a 

mi representado. 

 



 

 

V. A LOS MEDIOS DE PRUEBA 
 

El Municipio de La Vega, Cauca, no se opone a que se decreten y 

practiquen las pruebas que se deben efectuar de acuerdo a los 

lineamientos procesales establecidos, siempre que sean conducentes a 
resolver el asunto en litigio. 
 

VI. ANEXOS 
 

1. Poder debidamente conferido para actuar en el presente asunto. 

2. Copia simple del Expediente Administrativo de la Señora YANETH 

CRISTINA CARVAJAL SOTELO. 
3. Certificación expedida por el archivo institucional del Municipio de 

La Vega Cauca, en relación a lo ordenado por el despacho judicial 

mediante auto admisorio de la demanda, y reiterado mediante Oficio No. 
J6A-2380. 
 

VII. NOTIFICACIONES 
 

Apoderada 

 

Para efecto de recibir información al respecto, pueden notificarme en la 

CALLE  4 N° 7-32 Oficina 303, Centro Histórico de la ciudad de 

Popayán (Cauca), al Email juridica.lavega@gmail.com y el teléfono 

3003459260. 

 

Parte Accionada  

 

Las recibirá en la CALLE 2 N° 8-39, B/Santa María, Cabecera Municipal 

de La Vega, Cauca,  al Email contactenos@lavega-cauca.gov.co. 

 

mailto:juridica.lavega@gmail.com
mailto:contactenos@lavega-cauca.gov.co


 

 

Cordialmente, 

 
DIANA BURBANO MUÑOZ 

CC. N° 34.326.218 de Popayán  
T.P. N° 155.838 del C.S. de la J. 
 



 

 

La Vega Cauca, noviembre de 2020 

  
Señores 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE POPAYÁN 

E.  S.  D 

  
  
Ref. Otorgamiento de Poder 
  
  
RADICADO: 2019- 248 

DEMANDANTE: YANETH CRISTINA CARVAJAL SOTELO 

DEMANDADO: MUNICIPIO DE LA VEGA, CAUCA 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

  
OSCAR FERNANDO MOLANO ORDÓÑEZ, mayor de edad, identificado con cédula de ciudadanía 

N° 6.254.321 de Cali (V), obrando en nombre y representación del Municipio de La Vega (Cauca) , 
en calidad de Alcalde Municipal, mediante el presente manifiesto a Usted que confiero PODER 
ESPECIAL, AMPLIO y SUFICIENTE a la Abogada DIANA BURBANO MUÑOZ, identificada con 
cédula de ciudadanía N° 34.326.218 de Popayán (Cauca), portadora de la tarjeta profesional N° 
155.858 del Consejo Superior de la Judicatura, para que represente judicialmente los intereses del 
Municipio de La Vega (Cauca) dentro del proceso de referencia. 
 

Mí apoderada queda facultada para desistir, transigir, conciliar, recibir, renunciar, 
sustituir, reasumir y todo cuanto en derecho sea necesario para el cabal cumplimiento de este 
mandato, en los términos del artículo 77 del Código General del Proceso. 
  
Notificación de la suscrita: Calle 4 N° 7-32 Centro Histórico de la ciudad de Popayán, Cauca - 
Oficina 303, E-mail juridica.lavega@gmail.com teléfono: 300 3459260. 
  
Sírvase reconocer personería adjetiva a la apoderada judicial. 
  
Atentamente, 
  

 

  
OSCAR FERNANDO MOLANO ORDÓÑEZ 

C.C. N° 6.254.321 de Cali (V) 
  
Acepto, 

 
DIANA BURBANO MUÑOZ 

C.C. No. 34.326.218 de Popayán 

T.P. No. 155.858 del C. S. de la J. 
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